Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierto el acto. 
(Son las 15:10). 


—La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene el agrado de recibir a 
Funcionarios con Contrato de Función Pública del Banco de Previsión Social. Están presentes los 
señores Rodrigo Mañana, Ricardo Leal y Cristian Cabrera. 


SEÑOR LEAL.- Soy funcionario del BPS bajo el régimen de contrato de función pública y mis 
compañeros están en la misma situación. 


El planteo que realizamos a nuestro superior en el Banco de Previsión Social tiene que ver 
con la solicitud de recategorización, ya que nosotros entramos como auxiliares, a cumplir tareas de 
auxiliar y desde el momento que entramos —hace 27 meses— no lo hacemos porque cumplimos las 
tareas de oficiales, y lo hacemos solos. Por lo tanto, queremos que se nos recategorice sabiendo que 
hay vacantes disponibles. La categoría que solicitamos es especialista 1 grado 7 del escalafón E, y 
nosotros somos auxiliares oficiales grado 1 del escalafón E. Sabemos que hay vacantes y que quieren 
hacer un llamado de oficiales especialistas, y como nosotros hace 27 meses que cumplimos esa tarea 
queremos que se nos de la categoría y se haga el llamado para auxiliares. Nosotros somos tres y las 
vacantes disponibles son siete. Además, si no quieren darnos directamente las vacantes solicitamos 
que se haga un concurso de oposición y mérito, estamos dispuestos a concursar como se hace en los 
distintos escalafones dentro del organismo. 


SEÑOR OTHEGUY.- ¿Por qué tiempo fue firmado el contrato en la función pública? 

SEÑOR LEAL.- Por seis meses, podía ser revocable o se nos confirmaba la continuidad en la función. 
SEÑOR OTHEGUY.- ¿Cuánto hace que están cumpliendo sus funciones? 

SEÑOR LEAL.- Hace 27 meses. 

SEÑOR CARÁMBULA.- ¿El llamado está en curso? 


SEÑOR MAÑANA.- El llamado a concurso está abierto porque es por tres años y como dijo el 
compañero hay vacantes para la categoría de especialistas y las nuestras quedarían libres para que 
alguien más pudiera tomarlas. Eso sería importante porque hoy falta personal. Hasta marzo de 2016 
está abierto el concurso. 


SEÑOR LEAL.- Es decir, no habría que hacer otro llamado externo, porque está la lista de espera del 
concurso por el que ingresamos nosotros. 


SEÑOR OTHEGUY.- ¿Han hecho el planteo al sindicato? 


SEÑOR LEAL.- Sí, al sindicato y a la vía jerárquica correspondiente: a nuestro jefe, y él al suyo, y así 
va subiendo escalones dentro del organismo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero hacer una pregunta. ¿Su sindicato está dentro de ATSS? 


SEÑOR LEAL.- Sí, estamos afiliados a ATSS. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si nuestros invitados no desean plantear algo más, lo que vamos a hacer es 
elevar la versión taquigráfica de estas palabras a las autoridades del Banco de Previsión Social y 
esperaremos alguna información al respecto. 


SEÑOR LEAL.- Cabe señalar que es viable lo que se está planteando, lo que solicitamos. 


SEÑOR MAÑANA.- Tenemos documentos que avalan lo que estamos diciendo; contamos con la 
información correspondiente, con los datos de los cargos vacantes y, también —para complementar-, 
de los trabajos y de todo lo que nosotros hacemos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Todo eso lo adjuntaremos a la versión taquigráfica. También se nos ha 
facilitado el reglamento de funcionamiento en el caso de su régimen de trabajo, y también lo 
enviaremos al Banco de Previsión Social. A través de Secretaría nos mantenemos en contacto, apenas 
se tenga información al respecto, que deberán suministrarla a la Comisión. 


SEÑOR LEAL.- Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Gracias a ustedes. 


(Se retiran de Sala funcionarios con Contrato de Función Pública del Banco de Previsión 
Social). 


(Ingresan a Sala trabajadores del Molino Mendoza Chico -Cocomen). 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social está recibiendo y da la 
bienvenida a una delegación de trabajadores del Molino Mendoza Chico, conocido como Cocomen. 
Integran esta delegación los señores Víctor Noria, Alejandro Labandeira, Paul Ware, Nelson Más, Luis 
Umpiérrez y Jackeline Verges. 


Nos parece importante que, si cuentan con documentación del planteo general que van a 
hacer en esta Comisión, la hagan llegar a Secretaría así se incluye en la carpeta de tratamiento del 
tema. 


Sin más, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MÁS..- Estoy aquí como referente de la cooperativa por la Federación de Obreros y Empleados 
Molineros y Afines —Foemya-, y voy a hacer el racconto de la situación a la que han llegado estos 
trabajadores. 


En un principio ellos quedaron sin trabajo y con adeudos salariales por una mala gestión del 
empresario. Por esa razón se decidió formar una cooperativa, es decir, para preservar la fuente de 
trabajo. Este molino está ubicado en Mendoza Chico, Florida, en el kilómetro 75 de la Ruta 5, y es una 
de las pocas fuentes de trabajo que hay en ese lugar, ya que el pueblo solo tiene 1.000 habitantes. Al 
mismo tiempo, es una fuente laboral de tradición familiar porque allí han trabajado hasta los abuelos de 
estos trabajadores. 


En cuanto a la creación de la cooperativa, se empieza con el proyecto de intentar formarla y 
se logra la personería jurídica. Al mismo tiempo se consigue una prórroga del seguro de paro, por 
intermedio del empresario, pero como este tenía deudas no pudo concretar una segunda prórroga que 
sí se logró a través de la cooperativa, poniendo como garante a la Foemya. 


Fue así que se empieza a trabajar en los trámites para tratar de reiniciar la labor en el molino. 
En este momento, los trabajadores están custodiando el edificio y también están haciendo el 
mantenimiento de la maquinaria y del edificio, sin cobrar un peso por eso. 


También se elaboró un proyecto de viabilidad junto con la Unidad de Apoyo a las Empresas 
Recuperadas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que fue presentado en el Fondes, pero 
todavía está ahí. Uno de los elementos que se presentó en el proyecto de viabilidad fue una carta 
intención de un faconero de un molino importante de nuestro país que estaba dispuesto a moler a 
facon en la cooperativa. Incluso cuando el molino estaba a cargo del dueño anterior tuvo interés en 
moler allí pero por problemas de embargos del empresario desistió. Le hicimos saber de nuestra 
intención de formar la cooperativa y él se puso a la orden y, como dije antes, hizo una carta intención 
de que estaba dispuesto a moler en las instalaciones. No avanzamos en ese punto porque 
necesitábamos cierto apoyo económico que no logramos porque el proyecto quedó en puertas del 
Fondes. 


Más allá de eso, es de destacar que nuestros compañeros hace tres meses que están sin 
seguro de paro porque ya se terminaron todas las coberturas legales. 


Por esa razón apelamos a la sensibilidad de los señores Senadores para que en este caso 
nos den un apoyo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿El proyecto que presentaron al Fondes era viable? 


A su vez, al quedar sin cobertura social en esta instancia la extensión del seguro de paro 
debería responder a una iniciativa del Poder Ejecutivo. ¿En algún momento el sindicato en diálogo con 
el ministerio hizo este planteo? ¿Qué pasó en estos tres meses? 


Es decir, ¿toda esta situación quedó a la espera de resolverse, debido al cambio de gobierno 
y del propio Fondes? 


SEÑOR MÁS.- El proyecto se tomaba como viable, pues se conformó en base a números reales — 
proporcionados por la empresa de la época en que estaba funcionando— y, además, teniendo en 
cuenta lo que se cotizaba en ese momento el facon. Para los trabajadores que había, el proyecto era 
viable. 


Con respecto al Fondes, el proyecto quedó en puerta, pues se presentó en un momento de 
transición por lo que ni siquiera se estudió. Una de las cosas que está haciendo ahora el Fondes es 
pasar todos los proyectos que ya estaban aprobados y en vías de desarrollo a la administración de 
Inacoop. 


En cuanto al stand by de tres meses en el seguro de paro, debo decir que se han hecho 
todas las gestiones posibles en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tanto con el Director de 
Trabajo actual, como con el director de Dinass. Este último dijo que él debía aprobar el proyecto para 
elevarlo al Poder Ejecutivo y nos pidió que presentáramos una serie de ítems. Uno de ellos era que la 
cooperativa fuera viable —eso lo presentamos-— y otro era que la planta física fuera propia, lo cual al 
momento es imposible, dado los embargos y la situación jurídica. Quedamos en eso y presentamos 
todo menos la parte jurídica. 


SEÑOR OTHEGUY.- La primera pregunta que quiero formular es cuántos integrantes tiene la 
cooperativa. 


SEÑOR MÁS.- La cooperativa se fundó con 15 integrantes, pero al momento están quedando 11, dada 
la coyuntura que se está viviendo. 


SEÑOR OTHEGUY.- También quisiera saber cuánto dinero solicitaron al Fondes. 


SEÑOR MÁS..- En un principio, según un preacuerdo que habíamos hecho con el dueño y dados todos 
los adeudos salariales que tenían los trabajadores, se hicieron juicios individuales, que en total 
ascienden a US$ 390.000. Ellos no quieren el dinero, sino que lo desean volcar a la cooperativa. En 
una negociación que se hizo de palabra, el dueño proponía dar dos años de alquiler a costa de los 
adeudos salariales; al finalizar dicho período, es decir, a los dos años, vendía el molino en US$ 
600.000. O sea que estaríamos hablando de que en total pedía por el molino US$ 990.000. 


SEÑOR OTHEGUY.- ¿Esa cifra es la que ustedes solicitaron al Fondes? 


SEÑOR MÁS.- En un principio, lo que se solicitó al Fondes fue US$ 600.000, que era para la compra 
del molino. 


SEÑOR OTHEGUY.- O sea que el titular del molino es el anterior dueño, pero eso está embargado. 


SEÑOR MÁS.- Exacto, está totalmente embargado. Eso es justamente lo que hasta el día de hoy nos 
ha trancado, pues no tenemos la certeza jurídica de poder explotarlo. Incluso en un momento se 
negoció el posible alquiler, pagando al dueño cierta suma por tonelada molida, pero jurídicamente 
también era imposible porque el embargo podía caer sobre el faconero. 


SEÑOR CARÁMBULA..- Entonces, más allá de retomar el tema con el Fondes, aquí el tema principal 
es el jurídico, judicial, en que se encuentra la propiedad. Según entiendo, el dueño es el que sigue 
disponiendo de la propiedad. ¿Es así? 


SEÑOR MÁS.- Sí, actualmente sí. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Quisiera saber si ustedes hicieron gestiones para la extensión del seguro de 
paro, que caducó. 


SEÑOR MÁS.- Hicimos todas las gestiones posibles en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
ante el Director de Trabajo y ante el director de la Dinass. Dentro de los requisitos que se nos exige, 
como dije recién, está lo que tiene ver con el área jurídica de la planta industrial, para que la 
cooperativa sea viable. Esa parte es la que no está clara y no podemos cumplir. 


El número de expediente ante la Dinass es el siguiente: 2015/13/5/117. 


SEÑOR NORIA.- Quisiera agregar que mis compañeros me eligieron presidente de la cooperativa y, 
como tal, si me permiten, me gustaría apelar a la sensibilidad de los señores Senadores, hablándoles 
de nuestra realidad actual. 


La mayoría de los trabajadores tenemos 30 años cumpliendo tareas en este lugar que, como 
decía mi compañero, está ubicado en un pueblo de poco más de mil habitantes. A esta altura de la 
vida, a quien habla con 50 años de edad, así como a otros compañeros, algunos menores y otros 
mayores, nos resultaría muy difícil trasladarnos a otro lado, pues llevamos una vida allí. 


La mano de obra que aprendimos se fue trasmitiendo de generación en generación, sin que 
hubiéramos recibido ningún curso para aprender esta especialidad; es decir, aprendimos con la 
práctica. 


Como decía uno de mis compañeros, estamos en una situación difícil, pues hace tres meses 
que no cobramos seguro de paro y algunos no tenemos cobertura de salud. Pero nuestra intención es 
mantener nuestra fuente laboral allí mismo, como forma de valorar los años que llevamos trabajando 
en nuestro pueblo. Una vez dijo un compañero de la federación: «el molinero es nuestro lugar en el 
mundo». Nuestros padres vivieron en este pueblo y si esto sale al frente, ¡ojalá que nuestros hijos 
puedan mantenerse allí! Mediante el trabajo, estamos arraigados a nuestro pueblo y, en verdad, no 
quisiéramos trasladarnos a otro. 


Apelamos a la sensibilidad de los señores Senadores y esperamos que hagan todo lo que 
esté a su alcance. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Remitiremos la versión taquigráfica de esta sesión al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, así como al Instituto Nacional del Cooperativismo. 


Agradecemos su presencia. Nos mantendremos en contacto y, por supuesto, nos 
comunicaremos con las autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


(Se retira de sala la delegación del Molino Mendoza Chico - Cocomen). 


(Ingresan a Sala analistas programadores, plan 74, de la Facultad de Ingeniería de la 
Universidad de la República). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a la delegación de analistas programadores, plan 74, de 
la Facultad de Ingeniería de la Universidad de la República, integrada por la señora Alejandra Crivel y 
el señor Aldo Basanta. 


SEÑOR BASANTA.- Trataremos de exponer el tema de la manera más sencilla posible. 


Nosotros somos analistas programadores del plan 74 que es un título intermedio de la 
carrera de ingeniero de sistemas, plan 74, cuya duración total era de tres años. Por lo tanto, los 
analistas programadores, por tener un título intermedio, deberíamos tener, más o menos, el 50% de las 
materias. 


Esta carrera —eitero, de tres años— fue dictada entre los años 1974 y 1986. En el año 1987 
se produce el cambio de plan y empiezan otras carreras sobre la temática de informática. La mayoría 
de los que egresaron —en el material que entregamos a secretaría figuran detallados por rango- entre 
el año 1975 —año en que egresó el primer estudiante— y el año 1985, totalizan los 460. Luego, entre 
1986 y 1987 los egresados fueron 221, entre 1988 y 1989 fueron 450 y entre 1990 y 2013 —año en que 
se recibió el último estudiante—, egresaron 153. Según los registros de bedelía los que culminaron y, 
además, fueron ingenieros, son poco más de 400. Es decir que quedan alrededor de 1200 analistas 
programadores puros. 


En el año 2002 se realiza un trámite y se incorporan varios títulos, entre ellos, el de ingeniero 
de sistemas del plan 74 y algunos de la ORT y de la universidad católica, o sea que se reconoce la 
categoría de profesionales universitarios a las carreras de la materia de computación y se las 
incorpora, no así en el caso de los analistas programadores, que fueron incorporados un año después, 
en mayo del año 2003. Para incorporar a todas las carreras de informática se utilizó el criterio de 
desdoblamiento de las profesiones originales que en ese momento estaban vigentes en la caja, o sea, 
los títulos tradicionales de ingeniero, arquitecto. Quiere decir que no se consideran como profesiones 
nuevas sino que ya existieron, por ejemplo, eran ingenieros y de la ingeniería eléctrica se desdoblan y 
se convierten. Entonces, como no es una nueva profesión, seis meses antes de que rigiera la ley de 
profesionales que iba a incorporar una cantidad de títulos nuevos, como el de psicólogo y demás, 
incorporan a los analistas programadores. Pero ¿qué sucede en el momento de la incorporación? El 
tema es que la carrera no se dictaba desde el año 1986, entonces quienes teníamos títulos los 
habíamos obtenido en 1989 y, además, la mayoría de nosotros tenía más de 35 años de edad; quizás 
pudiera haber algún benjamín que se hubiera inscrito en el último año que se dictó podría llegar a tener 
menos de 35 años. La notificación de la resolución de la incorporación específica de los analistas 
programadores plan 74 —no la de los ingenieros de la ORT ni de la universidad católica ni de las 
nuevas profesiones— se realizó únicamente por una publicación en el Diario Oficial; único medio de 
publicación. 


En este informe que tenemos, figura un cálculo relativo a la edad de los egresados —porque no 
tengo los números específicos— que en su mayoría eran mayores de 35 años. En el caso de ella eran 
45 años, en el 2003, y 49 en mi caso. Y habría algunos casos mayores que quien habla. 


SEÑORA CRIVEL.- Pero no nos avisan. 


SEÑOR BASANTA.- Como dije hace un momento, esto se publica en el Diario Oficial. En definitiva, se 
está incorporando un colectivo, en su mayoría, con una edad superior a los 35 años. Hago mención a 
esta edad porque en la ley posterior de incorporación de nuevas profesiones o reconocidas se puso un 
tope de 35 años, que creemos que es lo razonable. Cuando surgió el tema de las Afap yo era mayor de 
cuarenta años y me dijeron que si quería podía ingresar a ellas, pero que era difícil que pudiera hacer 
Una carrera. 


SEÑORA CRIVEL.- En resumen, se incorpora un colectivo en su mayoría, si no en su totalidad, de más 
de 35 años, al que se le cambian las condiciones laborales y jubilatorias bajo las que venían 
desarrollando su actividad. 


El reconocimiento de la calidad de profesional y la incorporación a un régimen jubilatorio 
debería haber generado beneficios a los incorporados, como también poder realizar completa la 
carrera de grados —los que tiene la Caja Profesional-, jubilación a los sesenta años con treinta años de 
ejercicio. 


La caja solo reconoce como años de ejercicio los transcurridos desde mayo de 2003; desde 
que nos incorporan, no desde que nosotros egresamos. 


Por lo que sabemos, la caja no realizó un estudio sobre de dónde iban a salir los aportes y 
cómo realizar la carrera de grados para estos profesionales de cuarenta y cincuenta años en el 2003, 
que creemos constituimos la mayoría del núcleo de los incorporados. 


La difusión se realizó solo por la publicación en el Diario Oficial, no notificándose a los 
interesados, en medio de una resolución que no los incorporaba y la entrada en vigencia de la nueva 
ley de 2004 con topes de treinta y cinco años. 


En nuestro caso, se nos notificó —en lo personal en el 2007 y a él en el año 2009— mediante 
fax a los trabajos en relación de dependencia, donde pedían la retención de haberes por la existencia 
de una deuda y carencia de certificado de la caja. 


Concurriendo a la caja se nos presentaba, sin mayor información, una deuda con multas y 
recargos por código tributario. 


Sobre cómo cobrar a fin de mes, se nos ofrecieron dos caminos. Por un lado, el 
reconocimiento de la deuda mediante la firma de una o dos posibilidades de convenio de pago con 
intereses menores, teniendo en cuenta un decreto del Poder Ejecutivo que reconocía la mala difusión, 
y dando dos formas para ello: optando por reconocer la deuda quedando en la categoría 2 o una deuda 
en una categoría superior. Y, por otro, una declaración de no ejercicio liberal de la profesión. O sea que 
uno tenía una relación de dependencia. 


No se trata de un colectivo anónimo, sino acotado, del cual se conocen edades, nombres, 
situaciones laborales, etcétera. 


O sea que de un día para el otro, personas que tienen domicilios registrados en la 
universidad —-más o menos todos seguimos viviendo en los mismos lugares que cuando comenzamos 
la carrera—, en organismos del Estado o que trabajen para el, afiliados y con aportes al día en el BPS, 
debían decidir sin mayor conocimiento ni plazo si renunciaban a derechos o reconocían obligaciones 
para liberar el pago de haberes de ese mes por no tener como lectura obligatoria todas las mañanas el 
Diario Oficial para estar enterados. 


En la práctica, reorganizar tardíamente una forma de ganarse la vida cambiando las 
condiciones de trabajo y con poca, contradictoria o nula información aportada por la caja, tomar una 
decisión bajo presión —aportamos algunos ejemplos por escrito de la caja—-, no parece ser un 
comportamiento adecuado de un organismo que tiene como cometido «brindar cobertura de seguridad 
social, beneficios de jubilación, pensión y subsidios». 


Es de hacer notar que es también un colectivo que en principio no reuniría las características 
necesarias para ser incorporado: tres años de título intermedio y que solo aportamos al Fondo de 
Solidaridad media BPC. 


Si se invirtió tiempo y trabajo para incorporar un pequeño colectivo a través de un 
mecanismo que admitió el ingreso de personas mayores de 35, 40, 50 años a la Caja podría también 
haberse tomado un tiempo analizando cómo obtendrían los derechos y beneficios ofrecidos, si podrían 
obtener algún beneficio en la práctica y en qué condiciones podrían seguir trabajando. 


Al día de hoy, si tuviéramos que tomar una decisión sobre a quién aportar, por cuánto tiempo, 
qué años se acumulan, qué categoría y qué se recibiría en función de la información contradictoria 
recibida, es totalmente imposible. 


Los que deberían haber evaluado en forma general, no particular, cuál era el régimen más 
conveniente, en este caso, para las diferentes franjas etarias, son el BPS y la Caja en forma conjunta, 
que en definitiva, son los que tienen la información y conocimientos necesarios. 


SEÑOR BASANTA.- Quizás no se entendió un pequeño detalle sobre la notificación de la Caja. En mi 
caso, figura en una nota adjunta de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios. Con fecha 1* de julio de 2009 me envían una carta a mi domicilio que indica: «Estamos 
en conocimiento que con fecha 24/05/1982 ha culminado sus estudios, por lo cual se encuentra en 
condiciones de integrar el colectivo amparado por esta Caja», y menciona una serie de beneficios que 
brinda la institución. Esto, reitero, lo recibo a mediados de julio, porque fue entregado por el correo de 
la Caja. Esto sucedió un viernes y, el lunes siguiente, con fecha 17 de julio, la empresa en la que 
estaba trabajando en relación de dependencia, recibe un fax —que se adjunta— solicitando la retención 
de los haberes —no estamos hablando de un 30% o cosas por el estilo—-, porque estaba en una 
situación irregular con la Caja y no tenía mi certificado de trabajo al día. Esta es la primera noticia que 
tengo sobre esta cuestión. Por el primer documento, me dan un plazo de 90 días para anotarme en el 
Registro, pero no se sabe a partir de cuándo, capaz que estaban haciendo referencia al año 1982, 
pero, en el fax siguiente, que pide la retención de haberes, parecería que es a partir de esa fecha. 
Concurro a la Caja, me presento —soy una persona informada, sabía lo que hace una caja profesional— 


y pregunto en qué situación me encuentro. En ese momento, la Mesa de Entrada no tenía la 
información. Me dijeron que debía determinada suma y en ese instante, en la oficina donde se hacen 
los convenios me señalaron que tenía que firmar. Me explicaron que tenía una deuda con la Caja, el 
funcionario puso tres convenios sobre la mesa, con diferentes cuotas y me dijo que renunciara y 
explicara cómo vivía o que firmara uno de los convenios. Todos sabemos que estaba mal notificado, 
porque el decreto hace referencia a toda la ley que incorporó a una cantidad de personas, pero 
también se aplicaba a nosotros. Pregunté qué pasaba en caso de que no fuera eso y se me dijo que no 
había ningún problema, que hiciera un juicio que, a veces, se devuelve el dinero. Esa es toda la 
información que se me dio y se pretendía que en ese momento tomara una decisión. En mi caso 
particular, como tenía una empresa y podía facturar afuera, podía esperar y analizar el tema. De hecho 
fui a hablar al Directorio, donde me atendió inmediatamente el señor Gianero a quien le mostré lo que 
me habían enviado. Al principio pensé que era un error porque, con 50 años, no era una opción posible 
incorporarse a una caja, por lo tanto, no pensé que eso fuera en serio. 


El señor Gianero —Director de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios—, que no tenía en claro la situación particular de los analistas programadores del Plan 74 
—no tenía por qué tenerla—, lo miró y me dijo que no había problema y que le diera la documentación 
para presentársela directamente al Directorio —así no perdía tiempo- para que decidiera sobre mi 
situación. En ese momento pensé que estaba en el listado de profesiones nuevas incorporadas en el 
2004 y que, obviamente, había sido un error administrativo. Un año después, la Caja corrige la forma 
en que había sido ingresado y me comunica que se trató de un error. Me explicaron que se habían 
equivocado y que la información que había recibido, donde decía 82, era incorrecta. También me 
dijeron que nuestra situación era diferente porque nos habían incorporado cinco o seis meses antes de 
la entrada en vigencia de la ley, o sea, que estábamos adentro y teníamos que pagar. 


SEÑORA CRIVEL.- En el año 2007 tomo conocimiento de la situación porque llegó un fax —al cual no 
pude acceder— a mi lugar de trabajo en ese momento. La Directora fue quien me comunicó que me 
tenía que presentar a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. Cuando me 
presento, me preguntan si estoy al tanto de que desde el 2003 mi carrera es considerada como carrera 
profesional, a lo que contesté que no sabía nada. Me dijeron que había sido publicado en el Diario 
Oficial pero, como no suelo leer el Diario Oficial, me estaba enterando en ese momento. Me explicaron 
que tenía que decidir qué iba a hacer: si declaraba que seguía ejerciendo, se me ¡ban a retener los 
haberes hasta que me pusiera al día o, de lo contrario, declarar que no ejercía más mi profesión. Esto 
me cayó como un balde de agua fría. En ese momento no tuve la reacción que quizá tengan otras 
personas, me achiqué muchísimo y dije que si me ¡ban a retener los haberes sin saber cuánto iba a 
estar adeudando, firmaba un nuevo ejercicio. Eso es lo que consta en actas del momento en que se 
me notificó. 


SEÑOR BASANTA.- Para trabajar en relación de dependencia es necesario presentar el certificado en 
el lugar de trabajo —de lo contrario, se le retiene el sueldo— y en el caso de que se tenga una empresa, 
hay que decidir si se va a facturar y por qué concepto. Con 56 años tuve que tomar la decisión. Por 
ejemplo, si tengo que facturarle un trabajo al Palacio, pondré «Reparación de máquinas de 
herramienta» o tendré que conseguir una factura de un tercero. Ese tipo de cosas. Si me piden factura, 
tendré que presentar la de un amigo. Es un proceso bastante caro porque se pierde la posibilidad de 
descontar IVA, y hay que pagar un 30% —si es una empresa— del impuesto que pagan las empresas, 
aunque no le corresponda hacerlo. Estos son pequeños detalles de la vida diaria de cada uno. 


En mi caso particular, empecé a preguntar. Les dije que no entendía nada y que necesitaba 
asesoramiento. Ellos me contestaron claramente que la Caja no asesoraba. 


Por otro lado, cabe señalar que en la Caja hay un expediente y lo que estoy diciendo se puede 
verificar porque solamente extracté un par de cosas, no para dejarlo fuera de contexto sino 
simplemente porque es lo único administrativamente relevante y que me parece correcto. 


Empecé a preguntar si pagaba lo que me decían, que no sabía qué era, cuáles eran los 
beneficios que iba a obtener. Ante esto me dijeron que podría tener derecho a la acumulación de 
servicios, pero en realidad la información que me daban dependía del funcionario que me atendiera. En 
un momento dado, pregunté cómo estaba mi empresa en el Estado, me llamaron por teléfono a los 


quince días, me dijeron algo y después me di cuenta que era mejor que lo pusieran por escrito y me 
dieron una cosa diferente que es lo que tengo hoy. Entonces, comencé a preguntar ese tipo de cosas. 
Después, pregunté algo razonable en el sentido de que si me habían incorporado con las profesiones 
viejas, de los ingenieros y todo eso, por lo que dice ahí la incorporación de oficios se reconoce desde el 
momento del ejercicio. En ningún momento me centré en la deuda, aunque la gran mayoría de las 
personas se centran en lo que deberían pagar porque los pueden embargar o ejecutar y ahí se les 
recomienda pasar las propiedades a otro y facturar por terceros. Sin embargo, yo estaba preguntando 
qué me correspondía porque si iba a pagar cierto dinero, lo lógico era saber cuál iba a ser la prestación 
que recibiría a cambio. Es evidente que no voy a dar dinero sin saber qué me dan. Además, me dieron 
información contradictoria porque se habló del año 1982 y en esa época era una cosa porque tengo 
una carrera de grado y me reconocían el grado diez. Bueno, puede ser, quizás me convenía, pero tenía 
que hacer números y para esto tuve que pedir información por escrito, lo que es muy interesante. 


El 30 de noviembre de 2011 se emite un proyecto de resolución. Tengo aquí la fotocopia de 
un documento que dice proyecto de resolución pero lo cierto es que esto subió al Directorio, fue 
aprobado por este. Por mi parte, en el año 2012 tuve que contratar una abogada porque del lado de la 
Caja sólo me atendían abogados y la verdad es que no entiendo, parece que no hubiera personal 
administrativo, gerencial o mando medio que le pueda explicar a uno lo que necesita saber. Entonces, 
me llama la atención una resolución del directorio en la que se acepta la declaración jurada de libre 
ejercicio desde el 1? de mayo de 2003. Quiere decir que para uno ser un profesional en ejercicio de la 
profesión tiene que ser reconocido el libre ejercicio. Se me acepta y aparentemente se me da un 
beneficio con el pago de los aportes bonificados desde la fecha mencionada sin aplicación de multas y 
recargos. Miro esto y digo: el señor Aldo Basanta fue, no firmó, preguntó cinco o seis cosas y sale una 
resolución del Directorio que lo autoriza a pagar el nominal de la deuda. ¿Cuál es el concepto? ¿Por 
qué tengo este beneficio? 


Incluso, la empresa unipersonal que presenté, que era la que tenía para facturar y que no era 
profesional porque no lo éramos, estaba bajo otro rubro. Me reconocieron esa. Me ofrecieron pagar sin 
multas y sin recargos ¿y los que firmaron convenios? No sé. Luego, dentro del expediente se ve que 
hicieron una corrección, además del monto de la deuda que son unos pesos, pero la pregunta es: ¿si 
firmaba el convenio además pagaba una cosa que estaba mal calculada? Ahora se me ocurre que si la 
incorporación hubiera sido en el año 1993 —-me baso en una empresa cualquiera—-, ¿me habrían 
reconocido dieciocho años de ejercicio? Además, ¿me iban a dar la posibilidad de pagar sin multas y 
recargos, o sea, el nominal de la deuda en pesos? No sé. Eso es sorprendente pero es una resolución 
firme del Directorio. 


Otra cosa que nunca pude averiguar fue cuánto debía exactamente. Ellos decían que estaba 
en categoría 3, sin embargo, por la ley de 2004 —que empezó a regir en seguida—, si uno tiene un año 
de atraso no puede pasar de grado, por lo tanto, debería estar en categoría 2; sin embargo, me está 
reclamando una categoría 3. ¿Qué significa? Cuando hice esta pregunta a un funcionario de la caja, 
me dijo: «Ah, estás haciendo una carrera de grado sin pagar nada». ¡Sí, claro! Entonces, ahí, llegó a mi 
casa un comunicado que decía algo así como: «Estas en categoría 3 y de ahora en adelante como no 
tenés deuda —obviamente estoy con deuda— no podes pasar a la categoría 4 o 5». Yo debería estar en 
categoría 5. Pido una explicación y el 16 de abril de 2013 por escrito me dicen: «El Analista 
Programador Aldo Basanta fue afiliado a nuestro instituto con fecha 9 de setiembre de 2009 con 
iniciación de ejercicio a partir del 1% de mayo de 2003. Como al 9 de setiembre de 2009 el titular 
registraba más de seis años de ejercicio profesional correspondía su inclusión en tercera categoría, lo 
cual efectúa el sistema informático en forma automática y correcta. A partir del 1% de mayo de 2012 
hubiese correspondido el pasaje a 4* categoría, pero el sistema informático también en forma correcta 
lo mantiene en 3* categoría ya que advierte que tiene una deuda superior a un año, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 55 de la Ley N* 17.738. En resumen, la inclusión del Analista Programador 
Aldo Basanta en 3? categoría es correcta». 


¡No entiendo! Entonces, mi conclusión final es la siguiente: bien asesorado, si no hubiese 
concurrido a la citación de la caja de 2009, y con un abogado a mi costado —porque parece que hay 
que ir con un abogado— me hubiesen dicho: «No te preocupes Aldo. La caja nunca te va a hacer esa 
retención». Efectivamente, parece que fue así con la famosa retención de salarios habilitados a la 
empresa Thot. Me fui en el 2012 y jamás me retuvieron nada, y que yo sepa hasta el día de hoy la caja 


no fue a buscar esa retención. Entonces, ¿qué significa un fax intimidatorio que diga: «Vení porque si 
no no cobras a fin de mes»? 


SEÑORA CRIVEL.- Tengo la experiencia por lo que me sucedió en Secundaria, tuve que presentar un 
comprobante de que estoy al día con el Fondo de Solidaridad, y hubo años que me retuvieron el cien 
por ciento de mis haberes. 


SEÑOR BASANTA.- Sí, el habilitado de la empresa, pero la caja en sí nunca fue a buscar ese dinero 
que se supone que es de la caja. Entonces, ¿qué pasa? ¿Esta gente está trabajando? ¿Y si el 
habilitado no responde? Es decir que si la empresa la formamos entre tres amigos, ignoramos los 
faxes, trabajamos tranquilamente, la caja nunca va a retenernos. No parece muy serio. 


Por último, en lugar de haberme presentado podría haber seguido así y pensar que como 
ahora tengo 61 años, puedo ir a la caja y, con este criterio, terminar con una categoría 5, y después si 
uno molesta un poco o hace dos o tres preguntas le dan una liberación de pagos sin multas ni 
recargos. A mí esto no me merece mucha confianza; quizás sea un caso muy particular. Está 
documentado en la caja; en el expediente intervinieron abogados y se escribió mucho sobre eso. ¿Por 
qué no acepté la exoneración? No me parece; realmente no entiendo lo sucedido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En primera instancia vamos a enviar la versión taquigráfica a la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios y al BPS, y una vez que la hayan recibido, a 
través de la secretaría haremos la búsqueda de la respuesta. Por ahora esto es lo que podemos hacer 
frente a este planteo. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 16:10). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


